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			INTRODUCCIÓN 
UN LIBRO ATÍPICO


			 


			 


			 


			 


			Este es un libro singular. Comenzar señalando esta obviedad tiene su razón de ser. Evidentemente, todos los libros son singulares, salvo que sean plagios, cosa que por desgracia tampoco resulta tan infrecuente de un tiempo a esta parte. 


			Cuando hablo en singular de la singularidad de este libro a lo que me refiero en realidad es a su condición mestiza. Lo que sigue resulta de la aleación de dos perspectivas distintas que normalmente son consideradas incompatibles entre sí: la del político, por más que en mi caso esa haya sido una condición ocasional, y la del estudioso, la del observador de una realidad desde la perspectiva de una ciencia concreta, en este caso la sociología política o la politología, que es el entorno de conocimiento en el que me he desenvuelto, en los márgenes o en el centro de mi actividad profesional, durante casi toda mi vida. 


			Y aunque no osaría llamarme a mí mismo científico, en el sentido de que no he seguido una carrera científica al uso, creo que a mi condición más modesta de estudioso1 le son aplicables también las cautelas que hace cien años dejara grabadas en mármol Max Weber: «Las tomas de posición política y el análisis científico de los fenómenos y de los partidos políticos son dos cosas bien distintas» (Weber, 1919, p. 211). Por eso, el enfoque mestizo que propongo es un tanto contra natura y me obliga a intentar deslindar con nitidez algo que es por su propia naturaleza borroso para quien de algún modo ha participado en las dos condiciones: las fronteras entre lo vivido y lo analizado. 


			El tema central de este libro es el análisis de la política española en los seis años y medio en los que Mariano Rajoy presidió tres tipos de Gobierno: uno de mayoría absoluta durante cuatro años; uno «en funciones» de acuerdo a la terminología constitucional —lo que quiere decir más bien «sin funciones» (Jiménez-Blanco, 2019)—durante casi un año; y finalmente un gobierno minoritario, con un precario respaldo parlamentario, durante poco más de un año y medio, que terminó de la forma abrupta que se conoce con la moción de censura de Pedro Sánchez en junio de 2018. 


			Durante todo el tiempo en el que Rajoy presidió el Gobierno —con la breve excepción de 35 días que transcurren entre mi cese como ministro de Educación, Cultura y Deporte (junio de 2015) y mi nombramiento como embajador jefe de la Delegación Permanente de España ante la OCDE (julio de 2015)— he sido un servidor público, bien que en funciones de relieve y compromiso muy diferentes. 


			Durante los primeros tres años y medio, como miembro de un Gobierno que se enfrentó, como espero quede documentado en las páginas que siguen, a la crisis más grave —por su profundidad y duración— por la que ha atravesado la economía española desde los años cincuenta del pasado siglo y que tuvo que tomar —en todo caso, que tomó, si es que se quiere discutir la condición inevitable de las mismas— todo un surtido de medidas altamente impopulares, de elevadísimo coste político. Entre las cuales, las que a mí personalmente me tocaron no solo tuvieron ese coste directo, sino que además tiñeron inevitablemente la reforma sistémica de la educación de un color que no era el suyo (Wert, 2019, pp. 25-29). 


			Después, a lo largo de los siguientes tres años, siendo la voz de mi país en la OCDE. La OCDE es una organización internacional de la que hoy forman parte 36 países (entre ellos, todos los miembros del G7 y 23 de los miembros de la Unión Europea) cuya misión es promover políticas de crecimiento económico e inclusión social a través de la diseminación de buenas prácticas y recomendaciones basadas en el aprendizaje mutuo de las mismas. Creo que mi trabajo en la organización me ha otorgado una atalaya de observación privilegiada de la realidad global y sus desafíos que ha enriquecido mucho mi perspectiva sobre las políticas públicas, al darle un amplio vuelo comparativo y ha otorgado a mi mirada sobre la realidad española un punto de sosiego y distancia muy superior al que siendo ministro tenía. 


			Finalmente, desde julio de 2018 me convertí en eso que Forges denominaba con un divertido anacronismo un «particular», lo que me permite escribir sobre una cuestión como esta sin cortapisas ni de representación (solo me represento a mí mismo y de eso, a veces, ni siquiera estoy seguro) ni tampoco, dentro de lo que cabe, de devoción.


			No puedo, a pesar de esa recién ganada libertad, presentarme como un observador neutral de la realidad que analizo. No lo soy ni puedo aspirar a que se me vea como tal. Pero me gustaría pensar que el tiempo, la distancia y la reflexión le dan a mi voz una tonalidad algo más ecuánime y que la parsimonia con la que este libro se ha escrito le concede también un cierto plus de objetividad o, al menos, le quita los acentos más apasionados por el parti pris que supone la condición en que me desenvolví mientras estuve en el Gobierno. 


			Este no es un libro de memorias. No soy ni quiero ser el protagonista del libro. La parte que me interesaba más documentar de mi paso por el Gobierno, la gestión realizada en materia educativa, ya la hice objeto de un libro en que se trata esa gestión con mucho —incluso quizá demasiado— detalle (Wert, 2019, passim).


			Sobre los temas de que aquí se trata creo en cambio que procede aplicar en lo posible las palabras de Francis Bacon con las que Kant abre la segunda edición de la Crítica de la Razón Pura: «De nobis ipsis silemus». No del todo, porque el análisis está inevitablemente entreverado de experiencias en primera persona y sin duda de valoraciones sesgadas por mi implicación subjetiva en ellas. Pero sí he procurado aclarar en cada paso qué hay de experiencia personal y qué de análisis posterior más o menos descontaminado de aquella experiencia. 


			Con los primeros capítulos no hay problema de punto de vista, en ellos solo habla el estudioso: se narran ahí los antecedentes remotos y próximos de la situación que precede a las elecciones de 2011. Son apenas un apunte de propósito contextualizador sobre el sistema político que se alumbra en la Transición y se consolida en la democracia constitucional y una referencia al antecedente inmediato a esas elecciones, los mandatos de José Luis Rodríguez Zapatero. También se analizan antes de entrar con propiedad en el tema central de la obra los propios comicios de 2011.


			El núcleo del libro es un análisis, como el título sugiere, de los años de Rajoy. Más que un relato de ambición historiográfica o una minuciosa secuencia cronológica de lo acontecido en esos años, lo que se intenta presentar es una interpretación del intenso cambio experimentado en estos años por el sistema político español y engarzar esa interpretación con los cambios que por doquier se están produciendo también en sistemas políticos más consolidados y estables que el nuestro. 


			Se abordan aquí cuestiones tales como los efectos de la crisis económica y social sobre la vida política: las raíces profundas de la crisis del bipartidismo, el momento populista, el papel de las transformaciones demográficas, sociales y mediáticas en los cambios en el comportamiento político y la explosión cámbrica a que todo ello ha dado lugar en nuestro modo de vivir la política. 


			El título —La política de la crisis y la crisis de la política— no es simplemente un juego de palabras y menos un juego con las palabras. Quizá en los años que llevo residiendo en Francia me he contagiado del gusto por el calembour tan querido a nuestros vecinos, pero lo que con el título quiero expresar es la relación de la crisis de la política con la política que hubo que desarrollar para enfrentar la crisis. España ha seguido en esta cuestión un camino parecido —siempre hay elementos idiosincráticos, incluso en movimientos tan extendidos como el populismo, el tema de nuestra época, como iremos mostrando— al de otros países en los que la crisis ha desencadenado el surgimiento de nuevas geografías y geometrías políticas. Intentar desentrañar lo que de común y de específico hay en la respuesta política española a la crisis obliga a analizar con cuidado lo que la evidencia nos muestra sobre esa interrelación y a eso se dedica en buena parte esta obra. 


			Y ciertamente es sobre esta parte del relato sobre la que la cautela acerca del deslinde entre lo que se vivió y lo que se analiza resulta más obligada. Y ello no solo por lo que señalaba Max Weber, que también, sino porque se requiere un delicado equilibrio de honestidad intelectual para evitar el embellecimiento de los fenómenos que se narran en los que uno mismo, con mayor o menor relieve, ha participado. 


			El contraste entre la focalización externa (el narrador cuenta lo que ve y lo que sabe, nada más) y la focalización cero (el punto de vista del narrador omnisciente), que tan importante resulta en la narrativa de ficción, también aplica a este tipo de narrativas, que, querámoslo o no, tampoco está exenta de componente ficticio. Me he esmerado —supongo que con desigual fortuna— en separar mis vivencias del trabajo analítico que intento, pero no sé si el deslinde es suficientemente claro o resulta a pesar de todo confuso.


			Porque también para mí, tengo que confesarlo, hay elementos confusos. Creo que estoy afectado por el llamado síndrome de Fabrizio. Tal como Fabrizio del Dongo, el protagonista de La Cartuja de Parma, no fue consciente de lo que pasaba en la batalla de Waterloo en la que tomó parte como soldado (Aron, 1938), ni yo ni creo que tampoco una buena parte de quienes nos sentábamos en la época que aquí se narra todos los viernes en torno a la mesa del Consejo de Ministros vimos venir ni supimos calibrar la importancia de las transformaciones que se estaban produciendo. Contar ahora —cuando ya lo hemos visto todo o casi todo— lo que en su día ni vimos ni entendimos exige mucha sinceridad y no hacerse trampas en el solitario. 


			Cuando comencé a intentar plasmar en un libro mis experiencias y mis reflexiones después de salir del Ministerio creo que tenía dos pulsiones en la cabeza. Una, de la que mejor o peor ya me he desembarazado, explicar la gestión educativa que tan mal expliqué cuando me tocó explicarla. Otra, que tiene que ver mucho menos con mi gestión y mucho más con lo que han sido mis preocupaciones intelectuales desde hace muchos años, intentar explicar el enorme cambio político que se produjo en España durante los años en que Rajoy estuvo al frente del Gobierno. 


			En vano intenté dar salida a las dos pulsiones de una vez: mi mujer me convenció de que eran dos libros distintos y le hice caso. Pero cuando aún lo estaba intentando, en la introducción del larguísimo capítulo de análisis político que había redactado, escribí lo siguiente:


			 


			Me ha llevado la mano mi deformación profesional, me lo ha escrito más bien el politólogo que creo seguir llevando dentro que el ministro que fui, pero si no lo escribo, reviento. Y tampoco es cosa de procurarse uno un disgusto así.


			 


			Una parte de ese capítulo da forma al esqueleto de este libro.


			La benevolencia que del lector requiero será más hacedera si considera que de eso se trataba, de no reventar. A cambio, le ofrezco toda la honestidad analítica que sea capaz de aportar y —gracias también al tiempo y la distancia— quiero pensar que también un modicum de la objetividad que un tema como este requiere.


			 


			 


			 


			 


			

				

					1 Aunque mi primera titulación universitaria fue jurídica, completé después estudios de posgrado de dos cursos en ciencias sociales, obteniendo el Diploma en Sociología Política en el Instituto de Estudios Políticos (lo que hoy es el Centro de Estudios Constitucionales). Durante los años iniciales de mi actividad profesional, primero dentro del Gabinete de Investigación de Audiencias de RTVE, que llegué a dirigir, y más adelante como director del Gabinete Técnico del CIS, mi actividad fundamental fue el diseño y análisis de investigaciones empíricas, fundamentalmente acerca de medios de comunicación (en RTVE) y opinión pública, sobre todo política (en el CIS). Tras un paréntesis de dedicación política full time entre 1983 y 1987, período en que fui sucesivamente concejal en Madrid y diputado en el Congreso, tras renunciar a mi escaño y hasta mi nombramiento como ministro en diciembre de 2011, me dediqué exclusivamente a la actividad privada, en la mayor parte de ese tiempo al frente de empresas de investigación de opinión pública y consultoría. A lo largo de mi vida he publicado cuatro libros como único autor, he sido coautor de casi dos docenas de ellos, he publicado más de cuarenta artículos de fondo en revistas científicas y de pensamiento y varios centenares de artículos de opinión en prensa diaria y revistas. También, durante algunos años, enseñé Sociología Política en la Facultad de Económicas de la Universidad Autónoma de Madrid.


				


			


		




		

			CAPÍTULO 1 
LOS ANTECEDENTES


			 


			 


			 


			 


			El Régimen de la Transición: 
mirando hacia atrás sin ira 


			El sistema político español que se alumbra en la Transición a la democracia ha sido, desde el punto de vista de la estructura del sistema político-partidista, notablemente estable durante la mayor parte de su existencia y esa estabilidad ha sido a mi entender muy fructífera como facilitadora del más largo período de democracia plena y progreso social de nuestra historia contemporánea. 


			Ahora que la permanente puesta en cuestión de la Transición da lugar a que, como apunta el recién desaparecido historiador Santos Juliá, «hablar en estos últimos años de la Transición es hablar de política mucho más que de historia» (Juliá, 2017, p. 13), no estará de más recordar que una de las características más sobresalientes de esa transición fue la de que un país en la que los episodios democráticos habían sido paréntesis más bien breves y convulsos desde los albores del siglo XIX consiguió en el proceso que se inicia con la Transición establecer y consolidar una democracia muy eficiente desde el punto de vista de la estabilidad. 


			Mucho más estable incluso que otras de nuestro entorno de mayor tradición y arraigo. Y desde luego mucho más estable, completa y fructífera que la II República, un régimen al que incomprensiblemente se continúa presentando como modelo aspiracional por la izquierda populista e incluso por una parte de la izquierda mainstream, algo que se mire por donde se mire, resulta una extravagancia intelectual de difícil explicación, como pone de manifiesto en una entrevista (El Mundo, 23 de marzo de 2019) el autor de un reciente y admirable libro en el que se reivindica con decisión y solidez argumentativa la España constitucional (Blanco Valdés, 2019). Se piense sobre lo que se piense sobre la II República, incluso desde un enfoque maniqueo «compensatorio» del relato igualmente maniqueo del franquismo, lo que racionalmente no puede sostenerse es que hubiera cualquier tipo de estabilidad democrática en ese período2.


			La estabilidad de nuestra democracia a lo largo de este período se debe a muchos factores. Sin duda, el principal fue la voluntad mayoritaria de la ciudadanía de apoyar opciones esencialmente moderadas e impulsar una competición centrípeta entre dos grandes formaciones hegemónicas en los respectivos espacios de la derecha y la izquierda. Esa ha sido la regla de oro con la que ha funcionado políticamente la democracia española entre 1977 y 2015, casi cuarenta años3. 


			En este tiempo, se han sucedido seis presidentes del Gobierno, lo que arroja una media de permanencia de cada uno superior a 6 años4. Por dar una referencia comparativa, durante la I República (menos de dos años) se sucedieron 6 presidentes de la República y/o del Consejo; durante el reinado de Alfonso XIII (sin incluir la regencia de María Cristina ni la dictadura de Primo de Rivera), veintinueve años, se sucedieron 35 gobiernos presididos por 19 presidentes del Consejo distintos (muchos de ellos repetían); en la II República, ocho años incluyendo los de la Guerra Civil, hubo 26 gobiernos, encabezados por 12 presidentes del Consejo diferentes.


			 


			 


			El sistema electoral: estabilidad, competitividad, representatividad


			Para propiciar esa estabilidad política resultó muy instrumental un sistema electoral, diseñado en la «pretransición», entendiendo por tal el primer gobierno de Adolfo Suárez (1976-1977). En ese tiempo, bajo la dirección de Landelino Lavilla, ministro de Justicia, y con un importante papel de quien luego sería ponente constitucional y entonces secretario general técnico de ese ministerio, Miguel Herrero de Miñón, se alumbró el Real Decreto-ley (RDL, en adelante) 20/1977 que reguló las primeras elecciones generales (Herrero de Miñón, 2017) y que fue recogido en lo esencial en la Constitución de 1978 y más adelante en la Ley Orgánica de Régimen Electoral General (LOREG) de 1985 que, con pequeñas modificaciones, sigue gobernando nuestro sistema electoral. 


			Sobre este sistema electoral han recaído —y siguen recayendo— multitud de críticas atinentes a su supuesta falta de inclusión, a su sesgo a favor de los partidos mayoritarios y muchas otras cuestiones que, a menudo, nada tienen que ver con tal régimen sino con otras causas. Aún hoy es frecuente oír o leer en los medios que el sistema D’Hondt tiene la culpa de tal o cual desajuste en la representatividad, cuando, si acaso, tales desajustes deben mucho más al hecho de que muchas circunscripciones pequeñas dificultan —o más bien dificultaban— la obtención de representación de terceros y sucesivos partidos, como luego veremos con detalle al analizar los recientes procesos electorales5.


			Pero lo que nunca —o casi nunca— se dice en la conversación social es que este sistema ha permitido al tiempo una gran estabilidad y una razonable competitividad, así como una representatividad más que decorosa si la vemos en perspectiva comparada.


			Acerca de la estabilidad, valga decir que a pesar de que en los 41 años transcurridos desde las primeras elecciones generales hasta la moción de censura de 2018 ha habido 22 años sin mayorías absolutas (y sin coaliciones de gobierno) y 19 con mayorías absolutas, los gobiernos casi siempre han agotado los mandatos otorgados por las urnas y cuando no lo han hecho ha sido en general por conveniencia política más que por inestabilidad parlamentaria. Esa estabilidad de los gobiernos ha sido más bien el fruto de la naturaleza esencialmente bipartidista del sistema y las posibilidades de colaboración política de geometría variable que su imperfección permitía. Una vez que esa naturaleza cambia, a partir de 2015, lo que de momento tenemos con total seguridad es una perspectiva de menor estabilidad: cuatro elecciones generales en 47 meses parecen un buen testimonio de esa pérdida de estabilidad.


			En torno a la competitividad, en ese mismo período, el centroizquierda ha gobernado algo menos de veintidós años, mientras que el centroderecha lo ha hecho diecinueve. La distorsión óptica que lleva a pensar a muchos que la izquierda ha estado en el Gobierno mucho más tiempo que la derecha se debe a que mientras que los gobiernos de centroizquierda han sido invariablemente gobiernos monocolores del PSOE, en el espacio del centroderecha han sido dos los protagonistas, UCD y el PP, y del primero de ellos el recuerdo se va desvaneciendo (las cohortes de menos de 40 años no conocieron o no tienen memoria de ese período y entre quienes tienen menos de 50 queda a lo sumo una desvaída memoria infantil). 


			Cierto es que esa competitividad estuvo muy mermada durante el período del PSOE hegemónico de Felipe González (1982-1993 por lo que se refiere a elecciones generales). Pero ello nada tenía que ver con el sistema electoral, sino que es la demorada consecuencia de la descomposición del partido que había sido uno de los ejes fundamentales de la propia Transición y el tiempo —y los cambios— que exigió que el PP asumiera el papel funcional que la UCD había tenido en el tiempo de esa Transición. 


			Y finalmente, representatividad. Esta es la dimensión que está en la diana de los críticos del sistema electoral y que asumen con más o menos intensidad los partidarios de su reforma. No puede discutirse que, mientras estuvo vigente el bipartidismo y en alguna medida también después, el sistema ha arrojado sistemáticamente una prima de representación a los dos primeros partidos, como lo muestra el siguiente cuadro referido a las elecciones generales celebradas entre 2008 y 2016:


			 


			Cuadro 1


			% de votos y % de escaños 
de las dos primeras fuerzas electorales
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			Fuente: elaboración propia sobre datos del Ministerio del Interior; * expresada en puntos porcentuales


			 


			La prima mayor en este período le corresponde al PP por dos motivos: su mejor resultado comparativo en la mayor parte de las circunscripciones pequeñas y sobre todo el hecho de que en las cuatro elecciones consideradas ganó tres de ellas. Pero, como puede verse, también se relaciona con la distancia respecto del segundo partido: cuando la distancia es muy amplia la prima del ganador se ensancha y cuando esa distancia se cierra la prima se estrecha. Pero no llega a ser tan escandalosa como resulta en los sistemas mayoritarios, aunque sí es mayor que en otros sistemas que corrigen estas desviaciones mediante sistemas diversos6.


			En cambio, en el mapa de «perdedores» en esta dimensión de la representatividad tenemos que distinguir a su vez dos aspectos: voz, esto es, hasta qué punto el sistema niega la voz a formaciones que no consiguen representación en el Parlamento y volumen, es decir, distorsión a la baja de la representación de los partidos que consiguen menos representación parlamentaria que fuerza electoral.


			Respecto a la primera dimensión, la voz, históricamente se han quedado fuera del Parlamento solo formaciones muy minoritarias: en 2008, el partido con mayor número de votos que no consiguió ningún escaño (convocatoria por Andalucía) había obtenido menos del 0,3% del voto. En 2011 fue EQUO el partido más votado a nivel nacional sin representación, con un 0,9% del voto, porcentaje prácticamente idéntico al del Partido Animalista contra el Maltrato Animal (PACMA) en 2015. Este último partido es también en 2016 el más votado de los excluidos con un 1,2% del voto repartido en todo el país. Por tanto, no parecerá fuera de lugar decir que el sistema es razonable en dar voz a todas las fuerzas significativas que lo son en el conjunto del país o en alguna de sus comunidades. 


			En cambio, sobre la dimensión del volumen sí que ha habido desajustes de mayor importancia, particularmente en situaciones como la de 2008 en que la distancia entre la primera (PSOE) y la tercera fuerza (IU) en votos a nivel nacional era más de once veces superior (43,9% contra 3,8%). En esa ocasión y también en 2015, IU fue el más perjudicado: con cerca del 4% de los votos en ambas elecciones solo obtuvo dos diputados (el 0,6%). Algo menos desajustado, pero también muy desviado de la proporcionalidad, fue el caso de UPyD en 2011, cuando con el 4,7% de los votos consiguió 5 diputados (el 1,4%). Finalmente, en las elecciones de 2016 (en las que IU ya compareció en coalición con Podemos) el más perjudicado fue Ciudadanos (en adelante Cs), aunque en medida incomparablemente menor que los precedentes citados, puesto que con el 13,1% de los votos consiguió 32 diputados (el 9,1% de los mismos). 


			Sin embargo, a pesar de que el conventional wisdom achaca al sistema electoral primar a los partidos nacionalistas, simplemente por el golpe de vista que supone ver en las tablas de resultados que con menos votos consiguen muchos más escaños que los partidos nacionales minoritarios, tal prima literalmente no existe. La fuerza conjunta de los partidos nacionalistas y regionalistas7 en votos y escaños obtenidos en las elecciones generales que estamos considerando se muestra en el siguiente gráfico:


			 


			Gráfico 1


			% de votos y % de escaños de partidos nacionalistas/regionalistas en elecciones generales*
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			Fuente: elaboración propia sobre datos del Ministerio del Interior. * Se consideran solo los partidos nacionalistas que han obtenido escaños 


			 


			Se puede, a mi juicio, concluir que achacarle al sistema electoral algunos (o muchos) de los males de nuestra democracia es, sencillamente, erróneo: desde las tres perspectivas relevantes que miden los outcomes de un sistema electoral se puede sostener que ha sido razonablemente eficiente en las tres. Y siendo innegable que es en la dimensión de la representatividad donde cabe un juicio más matizado, debe evitarse convertir este reparo en algo esencial sin prestar atención a las otras dos dimensiones, competitividad y estabilidad, porque no son menos importantes que la primera en la génesis de sistemas democráticos de buen funcionamiento. Probablemente el más reputado especialista en el análisis de los sistemas electorales y sus efectos sobre los sistemas políticos, Dieter Nohlen, lo expresaba con clarividencia en su análisis realizado sobre las elecciones españolas hasta 1993, cuando señalaba lo siguiente: 


			 


			El sistema electoral tuvo efectos políticos; entre otras cosas: 1) impidió la dispersión del sistema de partidos […]; 2) posibilitó la representación parlamentaria de partidos regionales; 3) favoreció a los partidos más grandes y, de ese modo, facilitó la formación de una mayoría parlamentaria […] y mejoró el funcionamiento del sistema parlamentario. Si se tiene en cuenta el contexto histórico-político de España —transición a la monarquía parlamentaria y su consolidación— esos tres efectos fueron útiles para los procesos mencionados, porque iniciaron procesos de integración que persiguieron conceptos teóricos contrapuestos: integración mediante un pluralismo que da una representación a las fuerzas nacionalistas centrífugas (efecto proporcional) e integración a través de un proceso de formación de la voluntad política hacia una alternativa entre los dos partidos grandes (efecto mayoritario). (Nohlen, 1994, pp. 227-228).


			 


			Por otra parte, una vez que la quiebra del bipartidismo se ha producido y tiene visos de permanecer y a la vista de cuán difícil le está resultando al sistema adaptarse a esta nueva situación a la hora de conseguir acuerdos mayoritarios, una eventual reforma orientada a hacer más proporcional el sistema y por tanto a producir una fragmentación mayor de la representación parlamentaria no parece la mejor opción. Más bien, para algunos, se abre paso la conveniencia de estudiar fórmulas como los premios de mayoría o la doble vuelta que ayuden a esa conformación de mayorías (Blanco Valdés, 2019, p. 122).


			 


			 


			Los frutos políticos del sistema


			¿De qué han servido esa estabilidad y esa competición centrípeta que el sistema de la Transición alumbró? Tal vez resulte hoy difícil entender a quienes no lo vivieron los enormes problemas que comportaba la creación prácticamente ex nihilo de una democracia moderna de alta calidad, incluyendo un sistema de mecanismos de protección social propios de los estados de bienestar avanzados, así como un cambio radical en la distribución territorial del poder y todo ello en medio de una situación económica que, especialmente durante los 10 primeros años del nuevo régimen, tuvo que hacer frente al agotamiento del modelo de crecimiento del segundo franquismo, el del desarrollismo que arranca tras el Plan de Estabilización de 1959 y sus sucesivas actualizaciones, que ya no daba más de sí. 


			Quienes tenemos cierta edad (y lo de cierta es una forma de hablar) y podemos calibrar desde la experiencia propia de dónde venimos y a dónde hemos llegado hasta ahora, disfrutamos no sé quizá si de una ventaja o un sesgo a la hora de leer los cambios que han tenido lugar en este país en los últimos cuarenta años. Pero tengo para mí que habiendo conocido de primera mano una y otra situación nuestra lectura es mucho más positiva que la de quienes solo han conocido parte o incluso el final de ese camino que arranca tras la muerte de Franco. 


			Pero no se trata solo de lo que la experiencia propia nos dice. De alguna forma, como sucede con dos libros recientes que han obtenido gran resonancia (Pinker, 2018; Norberg, 2016), creo que a través de una mirada más estructural y estadística8 y menos «eventual» (en el sentido de pegada a los acontecimientos, grandes o pequeños, de cada día) e «impresionista» (en el sentido de influida por impresiones, sensaciones y emociones) se llega a conclusiones muy alejadas de aquellas que se pueden extraer de la lectura diaria de los periódicos, de la escucha de la radio, de lo que cuenta la televisión y sobre todo de lo que integra el zumbido incesante y a veces ensordecedor que inunda los medios digitales y los social media.


			Y si tomamos ese punto de vista, lo que podemos concluir es que en poco más de cuarenta años hemos pasado de ser una excentricidad europea a insertarnos plenamente en Europa (Unión Europea) y en Occidente (OTAN). En este tiempo, nuestra esperanza de vida al nacer se ha incrementado en diez años y nuestro PIB per cápita se ha multiplicado por diez (Banco Mundial, 2019). Hemos pasado en este lapso temporal de tener un sistema autoritario, anacrónico, restrictivo de las libertades básicas y extremadamente centralista a ser una de las democracias más plenas del mundo tanto desde el punto de vista de los derechos y libertades civiles como de las posibilidades de participación política y de la democracia de proximidad. Hemos pasado de una sociedad cerrada a una sociedad abierta, tolerante y respetuosa de la diversidad en lo personal y en lo social (Wert, 2006a, p. 9). Hemos pasado de una sociedad con poco más de 12 millones de ocupados a una en la que trabajan 20 millones de personas. Tal vez incluso más importante: hemos pasado de una sociedad en la que trabajaban apenas 3,5 millones de mujeres a una en que lo hacen 9 millones y de una sociedad en la que la diferencia en tasa de actividad entre hombres y mujeres era de 30 puntos a una en que esa diferencia es de menos de 10 puntos. 


			Por supuesto hay muchas más cosas en las que el salto adelante en nuestro país ha sido igualmente notable. Pero probablemente la más significativa desde la perspectiva que nos interesa es la construcción de un estado de bienestar que tiene, a pesar de todas las insuficiencias y defectos que le queramos encontrar, un perímetro de protección básica y una cobertura de los bienes públicos que muchos envidiarían.


			Reconocer todo esto no implica caer en una visión panglosiana de la realidad ni desconocer todo lo que nos falta por hacer y todo aquello en lo que podemos mejorar. Tampoco implica dejar de advertir que hemos vivido problemas muy graves. Dos de ellos destacan sobremanera. Uno, las tasas de paro que han llegado a rondar o superar el 25% de los activos en dos ocasiones y que se han mantenido sistemáticamente muy por encima de las de la media comunitaria. Otro, la existencia a lo largo de muchos años del terrorismo feroz de ETA que a lo largo de 43 años (entre 1968 y 2010) se responsabilizó de 871 asesinatos, de los que 809 tuvieron lugar después de las primeras elecciones democráticas. Padecimos además la masacre más mortífera que el yihadismo haya provocado en Occidente, después de la del 11 de septiembre en Estados Unidos, los atentados de Atocha del 11 de marzo de 2004 que segaron 193 vidas. 


			Ni por supuesto, ese reconocimiento supone dejar de lado que hoy nos enfrentamos a desafíos de carácter económico, social y político de mucho calado. El espectacular salto adelante que el país ha experimentado no garantiza la prosperidad eterna. Hoy más que nunca la admonición de la Reina Roja a Alicia tiene que servir de advertencia a quienes —personas, empresas, países— se duermen en los laureles: para llegar a algún sitio no basta correr a toda la velocidad de que nos sintamos capaces; es preciso correr al menos dos veces más rápido (Carroll, 1872, p. 42).


			Y el problema es que, entre otras cosas, por la parálisis política en la que hemos estado sumidos, de forma más o menos intensa, desde las elecciones de diciembre de 2015, ni siquiera estamos corriendo a toda velocidad. Y de esa forma, nos estamos quedando atrás en muchas cosas, casi todas ellas importantes tales como una estrategia de competencias para afrontar los retos de la digitalización, la respuesta al reto demográfico, la adaptación del sistema educativo y el del aprendizaje a lo largo de la vida a los desafíos del empleo, la sostenibilidad del sistema público de pensiones, y tantos otros desafíos que se están o simplemente ignorando o despachando con simplezas y demagogia. 


			Pero siendo importante todo ello hoy la más grave amenaza que pesa sobre nuestra convivencia no es la económica ni la social. Hoy estamos sujetos a una amenaza política más grave que la que nunca hayamos enfrentado, porque atañe a la médula de nuestra convivencia, a nuestra definición del demos nacional y por tanto al propio sujeto de la democracia. Me refiero, claro está, a la cuestión catalana.


			Cuestiones estrictamente políticas han provocado grandes zozobras en la convivencia a lo largo de estas cuatro décadas. Algunas, de tan alta intensidad como el intento de golpe de Estado de Tejero que, sin embargo, surtió en nuestra democracia el efecto fortificante que atribuye Nietzsche a las grandes crisis: «Lo que no te mata te hace más fuerte» (Nietszche, 1889, p. 8). No es ese el caso de la cuestión que nos ocupa: cualquiera que sea su desenlace —tolerable, malo, pésimo— de ella saldremos más débiles. Por no decir que ya lo somos. Dada la centralidad de esta cuestión en el contenido medular de este trabajo, dejo aquí el asunto que retomaré más adelante.


			En suma, bajo lo que con afán denigratorio llaman los populistas el Régimen del 78, España ha vivido no sé si los mejores años de su historia, porque ese tipo de juicios intertemporales siempre son discutibles y a menudo caprichosos, pero sí los años en los que esa Historia (con h mayúscula) se ha escrito con mejor letra y más manos, los años en los que esa Historia ha sido capaz de desmentir —pareciera que mal que les pese a muchos— los versos de Jaime Gil de Biedma: 


			 


			De todas las historias de la Historia


			sin duda la más triste es la de España,


			porque termina mal. Como si el hombre


			harto ya de luchar con sus demonios


			decidiese encargarles el gobierno


			y la administración de su pobreza […]


			 


			Gil de Biedma, 1966.


			 


			 


			Antecedente próximo: 
los Gobiernos de Rodríguez Zapatero


			Tras la «dulce derrota» del PSOE en 1996 que puso fin a catorce años de gobiernos del PSOE presididos por Felipe González (Wert, 1996a), los resultados de las elecciones generales del año 2000 parecían prefigurar un ciclo largo de predominio político del PP (Wert, 2000). 


			Había importantes vientos de cola en la economía, crecían el PIB y el empleo con notable holgura9 y en general parecían haberse disipado los temores con los que una parte de la sociedad había acogido años antes la llegada del PP al Gobierno por vez primera (Santamaría, 2004). Por su parte, el PSOE —que tras la severa derrota de Joaquín Almunia en 2000 había elegido ese mismo año nuevo líder en la persona de un entonces poco conocido diputado, José Luis Rodríguez Zapatero, que derrotó en su 35o Congreso al mucho más connotado presidente de Castilla-La Mancha, José Bono— se estaba aún recomponiendo internamente y hasta el año 2002 las encuestas no parecían situarle en posición de competir estrechamente con el PP.


			Pero a partir de ese año, a pesar de que se mantiene un crecimiento sólido de la economía y el empleo, las cosas empiezan a torcerse para el partido del Gobierno. El primer aldabonazo se produce en junio, cuando mientras se celebraba en España un Consejo Europeo al final de la presidencia que España había ocupado en ese semestre, los sindicatos mayoritarios convocan una huelga general contra la reforma del seguro de desempleo que obtiene un seguimiento bastante considerable. 


			Hasta ese momento, el PP había mantenido un diálogo social inesperadamente fluido, con numerosos acuerdos y pocos conflictos, pero esa trayectoria se quiebra tan pronto como se intenta reformar el seguro de desempleo para comprometer más a los desempleados en la búsqueda de un empleo. Y la situación empeora muy sensiblemente después de la Cumbre de las Azores, el 16 de marzo de 2003, cuando Aznar se reúne en el archipiélago portugués con George Bush y Tony Blair10 y aprueban conceder un ultimátum más bien retórico de 24 horas a Saddam Hussein o en caso contrario iniciar la invasión de Irak, que comenzaría cuatro días más tarde (Wert, 2004a). 


			Y si bien es cierto que la participación directa de España en la fase puramente militar de ese conflicto —que no tuvo amparo de la ONU— no fue sino simbólica y ajena a las fuerzas de combate11, lo cierto es que tuvo un gran impacto en la opinión pública, notablemente agitada en la larga campaña del «No a la guerra» que se desencadenó y cuyos efectos han permeado el ambiente político durante muchos años, sin que de hecho se hayan desvanecido por completo. Y sobre todo que ese clima es el caldo de cultivo sobre el que opera el efecto de los atentados del 11 de marzo de 2004 en las elecciones del 14 de marzo. 


			Los sondeos realizados entre las elecciones de 2000 y las de 2004 lo ponen de manifiesto con meridiana claridad. Mientras durante todo el período que media entre aquellas elecciones y la crisis iraquí, el PP mantiene una sustancial ventaja en intención de voto sobre el PSOE, si bien la misma se estrecha progresivamente a partir de 2002, en el momento de desencadenarse el conflicto, el PSOE rebasa al PP en preferencia electoral. 


			A partir de ese momento la secuencia demoscópica es elocuente: prácticamente todos los sondeos de intención de voto realizados entre febrero y junio de 2003 estiman una ventaja del PSOE en las siguientes elecciones generales. A su vez, todos los realizados entre junio de 2003 y el 10 de marzo de 2004 (la víspera de los atentados) otorgan ventaja en cambio al PP, de intensidad variable, pero en el entorno de los 5 o 6 puntos porcentuales la mayoría. Los sondeos —de publicación prohibida— realizados después del atentado y los exit polls del día electoral, en cambio, ya registran la ventaja del PSOE.


			Ese proceso de conversión electoral tras los atentados no hubiera tenido lugar si no se hubiera producido una decantación previa tan negativa de la opinión pública sobre el protagonismo asumido en la intervención en Irak. Nunca en la política internacional de los últimos siglos había tenido un dirigente español un protagonismo parecido al que adquirió Aznar en este trance… y nunca sus efectos no queridos habían resultado tan descomunales.


			Como quiera que fuere, tras el trauma colectivo de los atentados y contra el pronóstico demoscópico previo a ellos, José Luis Rodríguez Zapatero consigue una victoria corta, pero más que suficiente para obtener una investidura y formar un gobierno monocolor que no pasa especiales apuros parlamentarios en toda la legislatura debido a que, a partir de los atentados, se forma en la práctica un cordón sanitario frente al PP que le impide concertar iniciativas de oposición de algún fundamento.


			Como el propósito de este epígrafe es simplemente el de poner en contexto la llegada de Rajoy PP al Gobierno no voy a hacer ni una cronología ni un despiece de lo que son los casi ocho años en los que Zapatero gobierna, sino en la medida en que acontecimientos, procesos y líneas políticas condicionan y hasta en algún caso determinan lo que más tarde sucede en los años de Rajoy. Para empezar, los propios resultados de 2004 y lo que de los mismos se deriva:


			 


			Cuadro 2


			Resultados electorales 2000-2004
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			Fuente: elaboración propia sobre datos del Ministerio del Interior* escaños obtenidos por Partido Andalucista y por Iniciativa per Catalunya-Verds (que en 2004 compareció con IU)


			 


			Una de las evidencias que otorgan plausibilidad a la idea de que los atentados tuvieron efecto determinante sobre el resultado electoral, contra lo que sostienen algunos de que en realidad el PSOE también hubiera ganado las elecciones si los mismos no se hubieran producido (Santamaría, 2004), es la notable diferencia en el nivel de participación que se registra entre las dos elecciones. 


			En España hasta 2015 se solía hablar de dos tipos de elecciones generales de acuerdo al nivel de participación: las «normales», aquellas en que la participación ronda ligeramente por arriba o por abajo el 70% y las «críticas», en las que el nivel de participación supera el 75% e incluso se acerca al 80%.


			Bajo este prisma, las elecciones «normales» (1979, 1986, 1989, 2000 y 2011), salvo la de 1979 en la que la baja participación tiene probablemente menos que ver con la competitividad que con la fatiga electoral12, han sido elecciones de continuidad y/o de baja competitividad percibida, mientras que las «críticas» (1977, 1982, 1993, 1996 y 200413) corresponden a la inauguración del ciclo democrático (1977), el cambio (1982), la alta competitividad (1993 y 1996) y, a mi entender, la movilización reactiva debida a los atentados en 2004. Pero —como tantas veces sucede en la interpretación de los sucesos históricos y políticos— nunca podremos resolver el preterible contrafáctico (qué hubiera sucedido en las elecciones si no se hubiera producido el 11-M) ni sobre qué participación hubiera habido ni sobre qué resultados hubiera arrojado (Wert, 2004b, pp. 139-144).   


			Lo que no es preterible, sino realidad, es cómo se reparte el poder político tras esas elecciones. El PP, de la noche a la mañana, pasa de disponer de una cómoda mayoría parlamentaria no solo a encontrarse en la oposición, sino a ser prácticamente expulsado del círculo de interlocutores políticos que se toman en consideración para articular la vida política: se convierte ex opere operato en un apestado político para el resto de partidos relevantes.


			Pero esto no era solo la consecuencia del resultado electoral ni del atentado que precedió. Es oportuno recordar que el 14 de diciembre de 2003, exactamente tres meses antes de las elecciones generales de 2004, en el Salón del Tinell,14 Pasqual Maragall (PSC-PSOE), Josep-Lluis Carod-Rovira (ERC) y Joan Saura (ICV-EUiA) habían suscrito un pacto —sobre cuya base se formó el primer Tripartit— en el que los firmantes además de comprometerse a elaborar y hacer aprobar un nuevo Estatut para Cataluña introdujeron un anexo cuyo primer punto literalmente señalaba lo siguiente:


			 


			Ningún acuerdo con el PP en la Generalitat y en el Estado


			Los partidos firmantes del presente acuerdo se comprometen a no establecer ningún acuerdo de gobernabilidad —acuerdo de legislatura y acuerdo parlamentario estable— con el PP en el Gobierno de la Generalitat. Igualmente se comprometen a impedir la presencia del PP en el Gobierno del Estado y a renunciar a establecer pactos de Gobierno y pactos parlamentarios estables en las Cámaras estatales. (Tinell, 2003, p. 77).


			 


			Cabría interpretar que este acuerdo solo afectaba a la parcela política catalana, pero lo cierto es que Zapatero, exactamente un mes antes de la firma de aquel pacto, en el acto final de la campaña autonómica, había afirmado en el Palau Sant Jordi con toda solemnidad «Apoyaré la reforma del Estatuto que apruebe el Parlamento catalán». Es verdad que luego lo cumplió a medias, pactando con Artur Mas a espaldas de los firmantes del Tinell, pero en cuanto a aprovechar cualquier oportunidad para aislar al PP lo cumplió con creces, hasta que los hechos —ya en su segunda legislatura— le obligaron a cambiar de actitud.


			Así, Zapatero, que tuvo una cómoda investidura prácticamente gratis15, se encontró con una situación en la que —como él mismo reconoció en su discurso en el debate de investidura— la economía estaba funcionando bien16 y en su interpretación las prioridades eran más bien políticas. En eso dijo la verdad. Lo que no explicó es en qué consistían de verdad esas prioridades políticas. 


			Lo cierto es que con un país profundamente fracturado en una digestión larga y especialmente pesada del shock del 11-M, lo que siguió fue una fractura política aún más honda, en la que el terrorismo, a pesar de que nunca dejó de estar formalmente vigente el pacto antiterrorista que habían suscrito Zapatero y Aznar en diciembre de 200017, se convirtió en un asunto central de competición entre las dos primeras fuerzas políticas, a diferencia de lo que había sido la norma en esta materia hasta entonces, no utilizar el terrorismo como elemento de confrontación política entre los demócratas. Y ello aplica tanto a la perdurable querella sobre la autoría y/o las complicidades del 11-M como a la política frente a ETA.


			A estas alturas es dudoso que tenga sentido intentar discernir qué responsabilidad incumbe a cada uno en ese deterioro de la perspectiva de Estado en un asunto que, por su propia naturaleza, debiera más bien tratarse en clave de cooperación entre quienes abominan del uso de la violencia como arma política. El terrorismo pertenece a la categoría de lo que en la ciencia política anglosajona se denominan valence issues, asuntos acerca de los cuales todo el mundo que comparte los valores básicos de la convivencia se supone que está de acuerdo (en este caso, en condenarlos), frente a los llamados position issues18, los asuntos en los que existen diferencias sustanciales entre las distintas corrientes ideológicas y clientelas partidarias (Butler y Stokes, 1969). 


			Sobre la cuestión yihadista, creo que Zapatero no hizo lo necesario para cerrar la profunda herida social que el 11-M había dejado en los españoles y creo que tampoco el PP prestó su colaboración en esa tarea, obstinándose una parte de su dirigencia, contra la abrumadora evidencia en contrario, en buscar a ETA donde ETA no estaba. 


			Sin duda pesó en esa toma de postura lo que muchos percibieron como el intento de salvar la responsabilidad por la postura adoptada en el tema de Irak, cuando es muy probable que el coste político hubiera sido mucho menor si se hubiese asumido sin vacilaciones ni distracciones el origen yihadista del atentado. 


			Pero también pesó sobremanera la exageración con la que desde el PSOE se presentó lo que en la práctica fueron titubeos y maniobras de distracción inútiles como un intento de engaño masivo, tal como hizo urbi et orbi en las últimas horas de la jornada de reflexión el director de su campaña: lo cierto es que los españoles que fueron a votar el 14 de marzo de 2004 lo hicieron con un nivel razonable de información sobre el origen yihadista del atentado y al mismo tiempo, muchos de ellos convencidos de que el Gobierno lo había ocultado deliberadamente.


			Sobre este profundo desencuentro inicial, se construyó otro, incluso más duradero y enconado, en cuanto a la forma de abordar el final de ETA. Recordemos que el primer gobierno de Aznar atendió la llamada de ETA a iniciar contactos ofreciendo a cambio una tregua unilateral de su actividad terrorista que duró formalmente desde septiembre de 1998 hasta diciembre de 1999 y que se rompió materialmente con el asesinato en enero de 2000, ya en precampaña electoral, del teniente coronel Pedro Antonio Blanco en Madrid. Poco después, al inicio de la campaña electoral ETA asesinaría en Vitoria al dirigente del PSE-EE Fernando Buesa y a su escolta, marcando simbólicamente el regreso al terrorismo contra el establishment político.


			En este clima de esperanzas defraudadas de un final suave de la actividad terrorista de la banda se genera el Pacto Antiterrorista (Acuerdo por las Libertades y contra el Terrorismo) que conduce a la aprobación con amplio consenso de la llamada Ley de Partidos, a la ilegalización de Batasuna y a numerosos éxitos en el achique del margen de maniobra de la banda en la segunda legislatura de Aznar. Hay motivos para pensar que lo más prudente hubiera sido mantener la línea dura, pero Zapatero sucumbe a la tentación de intentar lograr lo que Aznar no había conseguido.


			Tras el anuncio por el presidente del Gobierno en el debate de la nación de 2005 de su intención de abrir un diálogo con ETA con aprobación del Parlamento y sin ofrecer contrapartidas políticas, ETA proclama en marzo de 2006, tras tres años sin atentados mortales y con poca actividad visible, un alto el fuego permanente. Tres meses más tarde, Zapatero anuncia a través de una solemne declaración institucional en el Parlamento que «el Gobierno va a iniciar el diálogo con ETA manteniendo el principio irrenunciable de que las cuestiones políticas solo se resuelven con los representantes legítimos de la voluntad popular». El PP, que ya se había movilizado públicamente en actos de Asociación de Víctimas del Terrorismo con anterioridad, se opone frontalmente a este planteamiento y mantiene en la calle y en las instituciones una crítica radical a esta deriva. Sin embargo, en un movimiento que hoy en día sigue siendo inexplicable, ETA, sin haber declarado previamente el fin del alto el fuego19, atenta en uno de los aparcamientos del aeropuerto de Barajas y produce dos muertos, lo que supone el fin de la negociación. 


			De hecho, en el último día de la campaña electoral, ETA vuelve a actuar con un atentado de alto simbolismo al asesinar a Isaías Carrasco, un exconcejal del PSE-EE en Mondragón, siguiendo el modus operandi clásico de los años de plomo. Este fue el último atentado de ETA contra una víctima significada políticamente20. A partir de ahí los últimos coletazos letales de la banda se hacen más espaciados hasta su completa desaparición. Pero nunca se restauró del todo el entendimiento entre los dos principales partidos sobre el terrorismo etarra incluso tras el cese total de actividad de la organización que se produce en octubre de 2011, poco antes de las elecciones que pusieron fin a la era de Zapatero.


			No fue, sin embargo, el terrorismo el único terreno de desencuentro profundo entre el gobierno de Zapatero y el PP. Otras dos cuestiones, una de forma más abierta y otra con algo más de sordina contribuyeron a crear y alimentar la distancia: la política revisionista del Gobierno sobre la Transición y la política territorial.


			Acerca de la primera, el núcleo se articula en torno a la conocida como Ley de Memoria Histórica21, norma que tuvo una demoradísima tramitación, enfrentándose a oposiciones bilaterales (del PP, que sostenía que suponía poner en cuestión la estrategia al respecto de la Transición y también de IU y ERC, que consideraban insuficiente el nivel de reparación contemplado). 


			Pero sin duda fue más importante —y tuvo mucho más recorrido posterior— la profunda zanja que se abrió entre los dos principales actores del sistema a propósito de la cuestión territorial y de forma más concreta acerca de la reforma del Estatut de Cataluña. Hubo otros rifirrafes territoriales entre ambos, pero ninguno comparable en intensidad y consecuencias al del Estatut. 


			Hoy es communis opinio —aunque algunos discrepemos profundamente, hay que reconocer que es la idea que ha cuajado en Cataluña y no solo entre los independentistas— que la aprobación del Estatut de 2006 y las vicisitudes políticas y de justicia constitucional que siguieron son el embrión a partir del cual la cuestión catalana cambia de escala en varios sentidos: centralidad, urgencia, intensidad y respaldo a la independencia. Como también este tema va a tener un tratamiento exento en la parte medular del libro, quede aquí apuntado solamente.


			El áspero enfrentamiento entre PSOE y PP que se prolonga a lo largo de casi toda la legislatura 2004-2008 da lugar a la elaboración intelectual con la que desde el principal think tank de reflexión política de la órbita del PSOE se viene a denominar como la estrategia de la crispación y que sus promotores sintetizaron en estos términos:


			 


			El desarrollo de una estrategia de la crispación, deliberada, como método para debilitar electoralmente a los socialistas en el Gobierno […] ha afectado de manera muy directa al funcionamiento de la democracia, en tres niveles diferentes: las relaciones entre el Gobierno y la oposición; la vida cotidiana de algunas instituciones centrales para el sistema; y, por último, la convivencia entre los ciudadanos, generando una situación divisiva entre los mismos. (Fundación Alternativas, 2007, p. 10).22


			 


			Esta construcción hace fortuna entre las filas de los próximos al PSOE refundado en cierta medida —respecto del de Felipe González y su heredero natural, Joaquín Almunia— por Rodríguez Zapatero y probablemente es útil como pegamento político para mantener un nivel razonablemente alto de movilización del bloque electoral que había permitido la victoria de 2004. Otra cosa es que la crispación que efectivamente se había adueñado del ambiente no respondía tanto a una estrategia deliberada de una sola parte, como pretendían sus defensores, sino que era el resultado de líneas políticas de creciente divergencia entre los dos contendientes electorales principales que tenían ese efecto polarizador.


			Pero las cosas cambiaron a partir de 2007 cuando se empieza a percibir, incluso en un entorno aún de crecimiento económico robusto, que los vientos económicos pueden cambiar con fuerza. A la altura de la disolución de las Cortes en enero de 2008, ese cambio de viento ya se había producido y la incertidumbre económica se había adueñado del paisaje electoral23. El indicador de cambio de clima al que la gente es más sensible, el desempleo, había registrado ya un incremento de casi 400.000 parados entre el tercer trimestre de 2007 y el primero de 2008, pese a que todavía en 2008 la economía aún mantuvo un crecimiento positivo. Eso cambió por completo el frame de la campaña electoral: en horas veinticuatro de la política se pasó a la economía.


			Así, la campaña electoral de 2008 no tuvo nada que ver con la que un año antes se hubiera podido anticipar. Como en su día escribí,


			 


			[…] lo cierto es que las elecciones se desarrollan en un territorio temático que tiene poco o incluso muy poco que ver con lo que había sido el decurso del debate político a lo largo de la legislatura. Puede decirse que, a partir de los resultados electorales de 2007, del fracaso del proceso de negociación con ETA, y, sobre todo, del cambio de viento de la situación económica, los dos principales partidos se ven impelidos a cambiar su guion electoral de forma inopinada y a escribir un relato distinto. (Wert, 2008, p. 26).


			 


			Los resultados se pueden cotejar más adelante en el Cuadro 3 en el que se comparan con los de 2011. El análisis de esos resultados electorales por parte de los politólogos (Santamaría y Criado, 2008; Llera, 2008; del Castillo, 2008) puso más énfasis en los elementos de continuidad que de los mismos parecían desprenderse que en otras dimensiones. 


			Siendo ello cierto en lo que al resultado político de la elección concierne —en la medida en que Zapatero revalidó el Gobierno y Rajoy revalidó el liderazgo opositor— también lo es que la elección presenta algunas notas adicionales de interés.


			La primera es que esta elección supone la cúspide del bipartidismo: los dos primeros partidos suman casi el 84% de los votos y más del 92% de los escaños, disfrutando ambos de una prima electoral muy semejante. La segunda es que los resultados responden a declinaciones regionales diversas, algo que no sucedía en elecciones anteriores: tanto el PSOE como el PP avanzan en algunas comunidades y retroceden en otras. Y esas tendencias diversas no siempre tienen que ver con la situación de cada partido respecto al gobierno regional, puesto que ambos pierden y ganan al margen de esa situación24. Y la tercera es que debido al elevado grado de movilización de los dos electorados y a la percepción de competitividad de la elección, la participación es apenas inferior en dos puntos a la registrada en 2004 tras los atentados. De alguna forma, los resultados señalaron que las estrategias antagónicas puestas en prácticas por los dos contendientes principales funcionaron cerca de sus respectivas clientelas, aunque —como es lógico— solo para una de ellas, la socialista, el fruto resultara conmensurable con el esfuerzo.


			Tras esas elecciones, en las que los partidos minoritarios que habían apoyado la investidura de Zapatero en 2004 se abstuvieron o incluso votaron en contra (ERC) de la misma, el candidato socialista es investido, por vez primera desde que la Constitución de 1978 estableciera el mecanismo de la investidura, por mayoría simple en la segunda votación, contando exclusivamente con los 169 diputados de su partido. Ya desde su arranque se percibía que esta segunda legislatura de Zapatero iba a discurrir por caminos menos transitables que la anterior.


			 Y así fue. El súbito cambio de escenario económico y sus consecuencias sociales pueden ilustrarse elocuentemente a partir del gráfico siguiente:


			 


			Gráfico 2


			Evolución del número de parados 2007-2011
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			Fuente: elaboración propia sobre datos INE (EPA; 4° trimestre de cada año) 


			 


			En el capítulo siguiente se explica con algún detalle el origen y desarrollo de la crisis tanto en lo económico como en lo financiero como en lo social al hilo de la explicación de los resultados electorales de 2011. Baste aquí decir, respecto al decurso político de esta segunda legislatura de Zapatero, que, tal como ya presagiaba el relato electoral, la política pura cede su lugar a la economía política como protagonista del espacio público. 


			Y ese cambio de óptica resulta absolutamente determinante de la evolución electoral que tiene lugar en los dos procesos electorales de 2011, pero está ya claramente prefigurado apenas un año después de las elecciones de 2008, como acreditan no solo las encuestas sino también las elecciones al Parlamento Europeo celebradas en junio de 2009, en las que prácticamente se invierte la relación de fuerzas entre PSOE y PP registrada en las elecciones generales que habían tenido lugar un año antes: el PP aventaja al PSOE en 4,5 puntos y un millón de votos.


			La gestión de la crisis por parte de Zapatero recibió un reproche social muy abundante que se tradujo más tarde en un fuerte castigo electoral. En el barómetro del CIS de octubre de 2010, más de un año antes de las elecciones, el 75% de los entrevistados consideraba mala o muy mala la gestión que el Gobierno hacía del empleo y lo mismo pensaba el 79% de su gestión de la economía. Pero lo más destacable es ese mismo juicio negativo lo suscribían entonces el 59% (empleo) y el 67% (economía) de los votantes del PSOE de 2008.


			A esa altura, los perfiles de la crisis y la inadecuación de la respuesta a la misma daban lugar a un juicio axiomático de la población que dejaba pocos resquicios a la duda acerca del desenlace electoral. Primero fueron los intentos —basados en una mala percepción de la naturaleza e intensidad del tsunami económico-financiero que se estaba gestando— de reactivación con las recetas clásicas, tales como el llamado Plan E que concedió a los ayuntamientos más de 13.000 millones de euros en 2008 y 2009 para inversiones sin planificación ni control alguno25. Luego, tras los crecientes desequilibrios fiscales que habían llevado a las finanzas públicas desde el superávit del 1,9% del PIB en 2007 a un déficit del 10,95% en 2009, llegó el aviso perentorio de Bruselas, temerosa de que España se sumara a las economías que tuvieron que ser intervenidas (ya lo había sido Grecia y después lo fueron Irlanda y Portugal). 


			El momento culminante llegó el 12 de mayo de 2010 cuando Zapatero anuncia en el Congreso una serie de medidas exigidas por Europa para contener el déficit que incluían una reducción media del 5% en el sueldo de los funcionarios y su congelación para el siguiente año, la supresión de algunas ayudas sociales (como el cheque-bebé) y la congelación de las pensiones. Pese a todo ello, en el año 2010 el déficit volvió a rozar el 10% (9,4%).


			De esta forma, en el curso del período que transcurre entre 2009 y las elecciones de noviembre de 2011 Zapatero agota su capital político. Como veremos más adelante, entre 2008 y 2010 la proporción de gente que expresa mucha o bastante confianza en él como presidente del Gobierno, de acuerdo a los barómetros del CIS, pasa del 45% (abril de 2008) al 19% (julio de 2010). Esa situación le inclina a ceder el protagonismo abriendo en abril de 2011 el proceso de primarias que culminaría con la proclamación del recientemente desaparecido Alfredo Pérez Rubalcaba (q.e.p.d.) sin oposición como candidato y más tarde, ya en julio y tras el descalabro de las elecciones locales y autonómicas de mayo, a anunciar el adelanto en cuatro meses de las elecciones. De eso nos ocupamos a continuación.


			En suma, los años de Zapatero, sobre los que existe hoy en general una mirada retrospectiva en que predomina más su amargo final que otra cosa, fueron en realidad dos períodos muy distintos entre sí. El primero, grosso modo coincidente con su primera legislatura, se caracteriza por el predominio de las iniciativas políticas sobre las reformas económicas y la fuerte polarización que esas políticas desencadenan. El segundo, en cambio, viene marcado por la impronta de una crisis económica de intensidad y duración desconocidas en la historia reciente que terminan por dominar por completo el cuadro electoral y abocan al PSOE a la —hasta entonces— mayor derrota de su historia.


			 


			 


			 


			 


			

				

					2 Este tema provocó un debate, que nunca hubiera deseado, con uno de los autores a los que más admiro —tanto en ficción como en ensayo, o en ese género híbrido entre los dos que cultiva con maestría—, Javier Cercas. Cercas replicó con cierta vehemencia a un artículo mío en El País en el que yo calificaba a la II República como «democracia fallida», llegando a comparar mi afirmación con una especie de legitimación del intento de golpe de Tejero, cosa que ni de la letra ni del espíritu de mi texto podía, a mi juicio, desprenderse. Una democracia fallida no deja de ser una democracia y efectivamente tanto Tejero como Franco se alzaron contra sendas democracias. Lo que sucede es que desde el punto de vista de su funcionamiento, incluso en 1981, la incipiente democracia española en modo alguno podía calificarse como fallida. Y si eso no «legitima» a Franco (y por supuesto tampoco a Tejero) tampoco es riguroso construir una leyenda hagiográfica sobre la República muchos de cuyos episodios anteriores al alzamiento de Franco tienen muy poca ejemplaridad democrática (Cercas, 2006; Wert, 2006b y 2006c). Tengo que decir ahora, sin embargo, que Cercas tenía razón en que le usé indebidamente como ejemplo de la visión hagiográfica de la II República, cosa que no es cierta y que además, en una de sus obras posteriores, muestra con extraordinaria nitidez (Cercas, 2017). 


				


				

					3 Es verdad que en uno de los dos espacios, el de la derecha o el centroderecha, se produjo un reemplazo en el reparto político cuando en 1982 el partido de Alianza Popular (años después reconvertido en Partido Popular) sustituye a la Unión de Centro Democrático como partido-eje en ese espacio. Pero ese cambio no altera ni la caracterización básicamente bipartidista del sistema ni la lógica básica de competición electoral, que sigue siendo centrípeta. Al margen de ello, lo que sí produjo esa sustitución fue una enorme pérdida de competitividad hasta que el PP completó el «viaje al centro» (Wert, López Pintor y Toharia, 1993). 


				


				

					4 Aunque la presidencia del sexto de esos presidentes del Gobierno, Mariano Rajoy, se extiende hasta 2018 y si consideramos completo su mandato la media resultante sube a casi siete años, desde 2015 a 2018 ya no gobierna en la situación de la que estamos hablando, el bipartidismo, sino en una de multipartidismo. 


				


				

					5 Entre 1977 y 2011, la representación más numerosa que había obtenido el tercer partido o coalición a nivel nacional (el PCE en 1977 y 1979; UCD en 1982; el CDS en 1986 y 1989; e IU en todas las demás elecciones) fueron los 23 escaños del PCE en 1979. La menor, la de IU en 2008 (2 escaños). En cambio, en las elecciones tetrapartidarias de 2015 y 2016, el tercer partido (considerando como tal la suma de Podemos y Unidos Podemos con sus confluencias) obtuvo 71 escaños y el cuarto partido (Cs) consiguió 40 y 32 escaños respectivamente, esto es, sensiblemente más que el tercer partido en todas las elecciones anteriores. Incluso el que fuera quinto partido en abril de 2019, Vox, obtuvo un escaño más que el máximo que había logrado el tercer partido hasta 2011. 


				


				

					6 Tales sistemas incluyen la asignación de una parte de los escaños por una lista nacional (con o sin establecimiento de umbrales de esterilidad) y sistemas de determinación de los escaños en las circunscripciones territoriales más «escrupulosos» que el sistema D’Hondt (básicamente el sistema Sainte-Lagüe o el Hare-Niemeyer), aunque el impacto en el caso español de este cambio sería mínimo (Nohlen, 1994; Wert, 1994, 2010b y 2010c).


				


				

					7 El concepto usado se limita a aquellos partidos que comparecen en un ámbito territorial limitado, no lo hacen coligados con partidos nacionales y obtienen algún escaño. De esta forma, la aparente contracción en 2015 y 2016 de este espacio en realidad es discutible en tanto en cuanto se excluyen del cómputo los resultados de las confluencias de Podemos/UP que en estos años  han oscilado entre un máximo del 8% en 2015 al mínimo del 3% en noviembre de 2019. En todos los casos, sin embargo, también respecto a estas formaciones se da un ajuste prácticamente perfecto entre votos y escaños.


				


				

					8 Un rasgo común en la deriva populista que está siguiendo la política en muchos países occidentales es el desprecio por la estadística como base para la toma de decisiones políticas. En un análisis del economista político William Davies el autor señala que «no solo las estadísticas se perciben por muchos como poco creíbles, sino que parece que hay algo casi insultante o arrogante en usarlas. Reducir los temas económicos o sociales a agregados numéricos o a medias parece como que contrariara el sentido de decencia política de la gente». Por todas partes, vemos cómo se desplaza la argumentación racional basada en la evidencia contrastable y distributiva que ofrece la estadística por la política de las emociones, el storytelling humano. Davies alerta contundentemente contra ello: «Una sociedad posestadística es una proposición potencialmente aterradora, no solo por carecer de cualquier forma de verdad o experiencia, sino porque las privatizaría drásticamente. Las estadísticas son uno de los muchos pilares del liberalismo, incluso de la Ilustración» (Davies, 2017). 


				


				

					9 El PIB crece un 5,3% en 2000, un 4,0% en 2001, un 2,9% en 2002 y un 3,2% en 2003. A su vez, el número de ocupados pasa de 15.866.000 en el primer trimestre de 2000 a 17.740.000 en el cuarto de 2003, es decir, se crean casi dos millones de empleos en la legislatura. Por su parte, durante la legislatura anterior, en la que el PP gobernó en minoría, el PIB había crecido a una media anual del 3,8% y el empleo se había incrementado en 2,3 millones de personas (Fuentes: Contabilidad Nacional [PIB] y EPA [empleo]).


				


				

					10 Además de estos tres mandatarios actuó como anfitrión y participante el entonces primer ministro portugués, José Manuel Duräo Barroso. Mientras que la Cumbre ha sido un pesado fardo con el que han tenido que vivir —y en alguna medida siguen viviendo— Aznar, Blair y Bush, el escaqueo de Duräo Barroso resulta notable, probablemente porque tuvo la habilidad de escabullirse de la mitificada foto de la rueda de prensa. En efecto, no solo la Cumbre Atlántica ha quedado en la memoria colectiva como la responsabilidad del Trío de las Azores (nadie habla del cuarteto), sino que quince meses más tarde consiguió ser elegido presidente de la Comisión Europea, cargo en el que solo le superó en longevidad Jacques Delors que estuvo 10 años completos al frente de la Comisión, mientras que Barroso se quedó corto en 23 días para superar esa marca.


				


				

					11 Hubo 12 bajas militares españolas en Irak, la mayor parte de ellas en la emboscada que sufrieron en Latifiya en agosto de 2003 un grupo de agentes del CNI de los que solo uno consiguió sobrevivir, pero todas las bajas se produjeron después de finalizar las operaciones militares que habían comenzado en marzo. Además, hubo dos muertes de civiles, el periodista Julio Anguita Parrado y el cámara José Couso.


				


				

					12 Después de 40 años sin consultas electorales dignas de tal nombre, entre 1976 (Referéndum de la Ley de Reforma Política) y 1979 (elecciones generales en marzo y locales en abril) todos los españoles fueron convocados a las urnas cinco veces, de las que las elecciones generales de 1979 eran la cuarta ocasión.


				


				

					13 En esta tipología las elecciones de 2008 (participación del 73,8%) están un poco en tierra de nadie en cuanto al nivel de participación.


				


				

					14 El Saló del Tinell, que era la estancia de ceremonias del antiguo Palau Reial, sede primero de los Condes de Barcelona y más tarde de los reyes de la Corona de Aragón se utilizó para suscribir este pacto (que podría lógicamente haberse firmado en el Parlament) con el indisimulado propósito simbólico de solemnizarlo por un lado y probablemente —por iniciativa de ERC— también para apuntar una línea de continuidad con la Cataluña independiente que en el imaginario soberanista se identifica con la Corona de Aragón.


				


				

					15 Obtuvo 183 votos en la primera votación, con el apoyo, además del de sus propios diputados, de IU, CC, ERC, BNG y CHA, la abstención de CiU, PNV, EA y Na-Bai y únicamente el voto en contra del PP.


				


				

					16 Esa bonanza económica —aparente— no solo se mantuvo, sino que se incrementó en estos años. Así, el PIB creció un 3,2% en 2004, un 3,7% en 2005, un 4,2% en 2006 y un 3,8% en 2007 (INE, Contabilidad Nacional). Por su parte, el paro, que ascendía al 11,37% en el 4° trimestre de 2003 se había reducido al 8,57% en el mismo período de 2007 (INE, encuesta de población activa).


				


				

					17 El Acuerdo para las Libertades y contra el Terrorismo fue suscrito el 8 de diciembre de 2000 entre el PSOE y el PP como únicos signatarios. Días después se adhirieron a él Coalición Canaria, Unión del Pueblo Navarro, Partido Andalucista y Unidad Alavesa. Ni los restantes partidos nacionalistas (CiU, PNV y EA) ni IU firmaron o se adhirieron al pacto. Durante su vigencia se ilegalizaron los partidos y coaliciones que, bajo denominaciones y fórmulas diversas, ejercían de brazo político de ETA. 


				


				

					18 Algunos autores (Maravall, 2008b) traducen los conceptos como «temas transversales» y «temas posicionales», pero, a mi juicio, valence issues (un concepto que Butler y Stokes toman de la psicología) se puede traducir también como «temas consensuales», es decir, va más allá de la mera transversalidad y sugiere la conformidad valorativa de la inmensa mayoría de la población.


				


				

					19 De hecho, ETA no dio por finalizado el alto el fuego sino casi medio año más tarde, en junio de 2007.


				


				

					20 Tras el asesinato de Isaías Carrasco, en cuya capilla ardiente se produjo un desagradable incidente entre Patxi López y Mariano Rajoy, elocuente muestra de la animosidad que había alcanzado el desencuentro entre los dos partidos principales sobre la cuestión terrorista, ETA cometió siete atentados mortales más antes de anunciar en 2011 el fin definitivo de las acciones violentas. 


				


				

					21 Técnicamente, Ley 52/2007, de 26 de diciembre, por la que se reconocen y amplían derechos y se establecen medidas a favor de quienes padecieron persecución o violencia durante la guerra civil y la dictadura (BOE del 27 de diciembre).


				


				

					22 Más elaborado teóricamente, bajo la misma inspiración, cabe citar el análisis al respecto del sociólogo y ex ministro de Educación con Felipe González, José María Maravall, que compara las estrategias seguidas por el PP y lo que él llama sus medios afines durante los años finales de González y los primeros de Zapatero (Maravall, 2008b, pp. 8-20).


				


				

					23 El Índice de Confianza del Consumidor del CIS había entrado en caída libre desde el verano de 2007 y acumulaba en marzo de 2008 una caída de 30 puntos en ocho meses. 


				


				

					24 Por ejemplo, el PP retrocede relativamente en 3 comunidades que gobernaba y avanza en 4 que no gobernaba; el PSOE retrocede en 2 que gobernaba y avanza en 3 que no gobernaba.


				


				

					25 El Plan E (Plan Español para el Estímulo de la Economía y el Empleo) se lanzó a finales de noviembre de 2008, en un momento en el que el paro estaba creciendo desenfrenadamente como una especie de torniquete de emergencia para detener la sangría. La premura con la que los ayuntamientos tuvieron que improvisar un volumen inversor que, en conjunto, superaba la media de inversión anual de todos los ayuntamientos llevó a que esas inversiones fueran en muchos casos inútiles, incluso meramente ornamentales, y que el empleo que crearon fuera de baja calidad y nula sostenibilidad. Ello dio lugar a que el efecto multiplicador típico de estas políticas de corte keynesiano fuera en este caso muy inferior al previsto.
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